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 El constitucionalismo moderno, caracterizado y dominado por los 

postulados del Estado Democrático de Derecho, se caracteriza por haber 

reconocido y otorgado a la norma fundamental lo que la doctrina ha dado 

en llamar «Fuerza Normativa de la Constitución». Esta «fuerza normativa» 

significa que, en la modernidad, la Constitución Política ha dejado de ser 

considerada un simple conglomerado de enunciados sobre aspectos básicos 

de la organización estatal, a ser un verdadero compendio del 

reconocimiento de los derechos inherentes a las personas humanas. Los 

textos constitucionales de la actualidad difieren, en consecuencia, de 

aquellas formulaciones generales que poco aportaban a la identificación o 

consideración de los sistemas jurídicos, para ser efectivas normas 

estructurales ya no solamente de la organización estatal, sino, 

particularmente, de la estructura de los derechos y garantías reconocidos a 

todas las personas. 

Es aquí donde encontramos la diversificación y especialización del 

entonces genéricamente denominado «Derecho Constitucional». Hoy 

resultaría imposible e inadecuado, hacer referencia al Derecho 

Constitucional, e incluso a los Derechos Humanos, sin identificar las 

características propias que dentro de un determinado sistema jurídico, 



posee su Derecho Procesal Constitucional. Esta apreciación implica que 

para su plena afirmación, el reconocimiento de los derechos de las personas 

requiere la existencia de efectivos mecanismos de garantía mediante los 

cuales procurar la defensa y protección de estos derechos. De igual manera, 

significa que estas garantías deben estar reconocidas y validadas en el 

propio texto constitucional, para asegurar de esta manera su absoluto 

respeto y aplicación.  

Es por esta razón, que junto con el reconocimiento de los derechos 

de las personas, las normas constitucionales de la modernidad, refieren 

también los mecanismos por los cuales procurar y asegurar su pleno 

respeto. Esta es el área de atención focal del «Derecho Procesal 

Constitucional», que por sus particularidades y trascendencia se le 

reconoce un área de conocimiento concreta dentro del ámbito de lo 

jurídico. La ciencia jurídica de hoy, encuentra validez, explicación y 

sustento, con la inclusión del Derecho Procesal Constitucional como un 

área específica de atención, estudio y desarrollo. La investigación jurídica 

de la actualidad, sería incompleta si dentro de sus ámbitos se omitiera 

considerar e incluir lo que es cada vez más habitual y necesario para el 

científico y el profesional en Derecho. 

Por su propia naturaleza y contenido, el Derecho Procesal 

Constitucional resulta esencial en la práctica del Derecho. Lejos de un 

simple interés científico, debemos reconocer, hoy más que nunca, la vital 

trascendencia de esta disciplina para la protección de los derechos 

humanos, los derechos fundamentales, y los derechos constitucionales. 

Resultaría impropio explicar o asegurar la existencia de mecanismos ágiles 

y eficientes de protección, sin las aportaciones que brinda a la ciencia 

jurídica el Derecho Procesal Constitucional.  



Es en esta disciplina donde se encuentra el estudio, ideación y 

desarrollo de esas acciones de garantía que, en definitiva, determinarán la 

plena vigencia y respeto de los derechos. Es por ello, que resulta de 

particular relevancia atender a los avances y a la situación particular de 

cada momento de nuestros sistemas jurídicos. Esto es así, por cuanto esta 

área del Derecho, ha procurado y permitido que mediante esas acciones de 

garantía, que por su propia condición deben ser ágiles, dinámicas y 

expeditas, se materialice la aplicación no sólo de las propias formulaciones 

normativas de los derechos, sino, también, de los valores y principios que 

las inspiran. 

Si hoy en día reconocemos, como lo hace el neoconstitucionalismo, 

la coexistencia y obligada aplicación no sólo de las normas propiamente 

dichas, sino de los principios y valores de los cuales derivan aquellas, y se 

les confiere a estos principios y valores la condición de ser los ejes rectores 

de la interpretación jurídica, especialmente de la interpretación 

constitucional, es claro que las acciones de garantía propias del Derecho 

Procesal Constitucional, son los mecanismos procesales a través de los 

cuales se manifiesta y concretiza esa aplicación. Derecho sustantivo y 

derecho procesal, encuentra en esta área la consustancialidad, la integración 

que requiere la protección de los derechos. 

Al mismo tiempo, la conjunción de estos mecanismos de protección 

bajo un especializado modelo jurisdiccional, como lo es la jurisdicción 

constitucional, enlaza ambos conceptos de manera evidente y necesaria, 

pretendiendo, más allá de la noción de la jurisdicción constitucional, lograr 

y materializar la «justicia constitucional». 

Es por ello que estos tres términos se encuentran íntimamente 

ligados. Justicia constitucional, jurisdicción constitucional y Derecho 



Procesal Constitucional, conforman la tríada que representa la defensa del 

texto constitucional, y la protección de los derechos de las personas. 

En mi condición de Presidenta de la Sala Constitucional, como 

docente, como profesional en Derecho, es para mi un gran honor, presentar 

la más reciente publicación de un amigo de la jurisdicción constitucional 

costarricense, de un científico del Derecho que a lo largo de su trayectoria 

académica y profesional nos ha impulsado con su ejemplo y conocimiento, 

a seguir el camino para defender nuestros derechos y procurar justicia. 

El doctor Brewer-Carías se ha caracterizado por ser un dinámico 

activista del Derecho, comprometido con la responsabilidad social y 

constitucional, y un artífice de amplios procesos de modernización de la 

justicia constitucional y contencioso administrativa en el mundo occidental; 

su labor y enseñanza trasciende el ámbito de lo iberoamericano, y se ubica 

y desenvuelve con propiedad bajo los dos modelos de sistemas jurídicos de 

Occidente. 

La obra del doctor Brewer que hoy se publica, precisamente parte de 

reconocer esa relación simbiótica que existe entre el Derecho Procesal 

Constitucional y la Justicia Constitucional, identificando de manera precisa 

cómo las acciones de garantía se erigen en verdaderos pilares para la 

concreción y obtención de la justicia constitucional. 

Para el investigador del Derecho, para la academia y para los 

propulsores de los sistemas jurídicos, esta publicación permite una efectiva 

ubicación en la coyuntura actual de la justicia constitucional en América 

Latina. La investigación de don Allan, nos demuestra que nuestra región 

continúa siendo un campo especial y único para el estudio y desarrollo de 

las ciencias sociales, donde las ciencias jurídicas no son la excepción. Más 

allá de realizar una descripción general, esta obra cumple con identificar de 



manera detallada el «estado de la cuestión», enfatizando aquellas 

experiencias nacionales que ciertamente hoy en día muestran un esfuerzo, 

un impulso y un desarrollo especial, para ponerse a tono con la concreción 

de mecanismos eficientes de protección de los derechos. 

Esta investigación detalla cómo ha avanzado la democracia y la 

justicia constitucional en el continente, especialmente en países que aún 

podemos identificar como poseedores de una institucionalidad democrática 

joven y en proceso de consolidación. El estudio de estas realidades, si bien 

nos recuerda los esfuerzos vividos en otros países hace más de veinticinco 

años, nos ubica en retrospectiva hacia lo que debemos hacer en nuestros 

países, y cómo podemos contribuir en el desarrollo de la democracia, la 

institucionalidad y la justicia en nuestro entorno.  

Si recordamos aquella definición jurisprudencial por la cual se reguló 

la existencia y aplicación del amparo en República Dominicana 

promediando los años noventa; los esfuerzos institucionales del Paraguay 

por asentar una institucionalidad democrática en la última década del siglo 

XX; o bien, los esfuerzos de fin de siglo de la República de Honduras para 

instaurar un sistema de jurisdicción constitucional, proceso en el cual el 

autor tuvo una destacadísima participación, hoy el doctor Brewer nos 

presenta los avances logrados en esos sistemas y los retos que hoy 

enfrentan tanto para su propio desarrollo, como dentro del ámbito del 

derecho comparado. 

El estudio de la realidad jurídica latinoamericana que  contiene  la 

obra, evidencia el tránsito siempre inacabado hacia mejores sistemas de 

justicia, al mismo tiempo que demuestra que ese camino debe andarse y 

procurarse, precisamente, con mayor justicia y mejores instancias de 

protección. 



Amplio conocedor y asiduo difusor de los mecanismos nacionales de 

garantía constitucional y de protección de los derechos humanos, es de 

agradecer al doctor Brewer detenerse en estudiar y mostrarnos la discusión 

que hoy día se presenta en torno al denominado recurso de amparo en los 

Estados Unidos Mexicanos, sus particularidades y diferencias con el 

ampliamente conocido «amparo constitucional». Reconocemos la 

importancia y el impacto que la configuración del amparo en la realidad 

mexicana, tuvo en la génesis de los mecanismos de protección de los 

derechos de las personas, a pesar de que su propia naturaleza lo diferenció 

posteriormente del amparo como acción de garantía constitucional en los 

términos que hoy lo conocemos. En su investigación, el doctor Brewer nos 

guía en el proceso llevado por este procedimiento mexicano, ahora en una 

fase de acercamiento y reformulación hacia sus homónimos 

iberoamericanos. 

La configuración de un nuevo modelo de recurso de amparo en 

México, viene aparejada a la transformación de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en un Tribunal Constitucional, por lo que el cambio 

de modelo en dicho país resultaría paradigmático. El profesor Brewer 

profundiza en esta situación y nos muestra las perspectivas que puede 

tomar esta discusión y su impacto para el Derecho Procesal Constitucional 

y el constitucionalismo latinoamericano. 

De igual manera, más allá de las formulaciones nacionales, la obra 

considera un tema que ya enunciado por la doctrina, incluso por colegas 

cercanos al autor, encuentra en las investigaciones de don Allan una 

dimensión de universalidad que ahora se explota y difunde con particular 

constancia por su trascendencia en el ámbito interno de nuestros países. La 

consideración del amparo desde la perspectiva del sistema interamericano 

de protección de los derechos humanos, ocupa un particular espacio dentro 



de esta obra, y nos refiere, precisamente, esa relevancia para la protección 

de estos derechos dentro de nuestras realidades nacionales. 

Finalmente, tal como expresé con anterioridad, el tema de la 

interpretación, bajo la égida de principios sistemáticos que ordenen y rijan 

el proceso hermenéutico, resulta fundamental para la debida protección de 

los derechos humanos. La obra guarda un aparte especial para el tema de la 

interpretación y la función del juez constitucional, quien en este marco de 

protección, de concreción del Derecho Procesal Constitucional y de 

materialización de la justicia constitucional, es, sin duda alguna, un actor 

fundamental. El juez constitucional, tal como he indicado reiteradamente, 

debe ejercer su función con conocimiento, criterio y responsabilidad, pero 

sobre todo independencia, teniendo certeza de que sus decisiones están 

válida y directamente encaminadas a consolidar y potenciar el Estado 

Democrático de Derecho y la separación de poderes mediante la debida 

protección de los derechos de las personas. 

La obra que ahora se publica, guarda una inmensa riqueza jurídica, 

pero igualmente una grandiosa riqueza social y cultural, pues en su ameno 

y erudito lenguaje, el profesor explica con esmero aquellos referidos 

procesos de transición y consolidación democrática. Se demuestra, una vez 

más, pero con datos sólidos, evidencias concretas y ejemplos cercanos, esa 

relación indisoluble entre democracia y justicia, y cómo  los eventuales 

señalamientos de democracia insuficiente deben solventarse, precisamente, 

con más democracia y más justicia. 

Estoy plenamente convencida que esta publicación enriquece, sin 

duda, el saber jurídico y social, a la vez que sienta las bases para una mayor 

erudición y profundización de esfuerzos para lograr el cometido de mayor 

protección, mayor democracia y mayor justicia. 



 


